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Sabanagrande, 04 de diciembre de dos mil veinte (2.020) 
 

Proceso ACCIÓN DE TUTELA 

Actuación FALLO  DE TUTELA  

Radicado 086344089001-2020-00249-00. 

Accionante JOSE LEONIDAS FERNANDEZ 

Accionado INSTITUTO DE TRÁNSITO DEL ATLÁNTICO 

 

I.- ASUNTO A DECIDIR 

Procede el despacho a resolver la acción de tutela promovida por el sr . JOSE LEONIDAS 
FERNANDEZ, por la violación de su derecho de petición  
 

II.- ACONTECER FÁCTICO 
 
El accionante, realizó en el escrito de tutela las siguientes precisiones: 
 
En fecha 27 de Octubre de 2020 envíe derecho(s) de petición a la SECRETARIA DE 
TRANSITO (MOVILIDAD) de ATLANTICO y a la presente fecha no he recibido respuesta ni 
se me ha enviado copia de los documentos públicos solicitados a los cuales puedo tener 
acceso según el artículo 74 de la Constitución. 
 
Según el artículo 21 de la ley 1437 de 2011 (modificado por el artículo 1 de la ley 1755 de 
2015) ninguna entidad puede alegar falta de competencia sino que deben remitir la petición 
a la entidad competente. También se deben tener en cuenta el numeral 4 del artículo 5; el 
artículo 7 numerales 6, 7 y 8; y especialmente el artículo 9 ibídem que establece que a las 
autoridades les está prohibido negarse a recibir peticiones. El no recibir las peticiones o no 
remitirlas a la entidad competente es una falta disciplinaria que en algunos casos puede ser 
castigada con prisión y multa según los artículos 27, 52 y 53 del decreto 2591 de 1.991, el 
artículo 4 del decreto 306 de 1.992 y los artículos 61, 135,137 y 139 del Código de 
Procedimiento Civil. En anteriores ocasiones la persona encargada de asesorar en la 
redacción de esta tutela ha logrado que ordenen el arresto y multa de diferentes secretarios 
de tránsito y funcionarios públicos en todo Colombia que se han negado a responder o 
remitir las peticiones 
 
Con la omisión de responder por parte de la SECRETARIA DE TRANSITO (MOVILIDAD) 
DE ATLANTICO frente a mi(s) petición(es) estimo se está violando, entre otros de mis 
derechos fundamentales, el consagrado en el artículo 23 de la Constitución. 
 
Solicita, se le  ampare su derecho fundamental de petición  y . Se ordene al accionado(a), 
que dentro de las 48 horas siguientes a la notificación de la Sentencia produzca la(s) 
respuesta(s). 
 
   

III.- ACTUACIÓN PROCESAL 
 

La acción de tutela admitida mediante  providencia del 23 de noviembre  de 2020, se ordenó 
notificar a la entidad accionada y  como terceros con interés al MINISTERIO DE 
TRANSPORTE, y a la  CONCESIÓN RUNT. 
 
 

INTERVENCIÓN DE LA PARTE ACCIONADA  

 
INSTITUTO DE TRÁNSITO DEL ATLÁNTICO 
 
SUSANA MERCEDES CADAVID BARROS PAEZ, actuando en calidad de Directora del 
Instituto de Tránsito del Atlántico, señaló: 
 
Sea lo primero aclarar que el Instituto de Tránsito del Atlántico – ITA es una entidad 
descentralizada por servicios que cuenta con personería jurídica y patrimonio autónomo con 
funciones de organismo de tránsito en la jurisdicción del Departamento del Atlántico y como 
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tal ejerce el control y la vigilancia de las infracciones de tránsito en su territorio.  
 
En el marco de dichas competencias y con el fin de reducir los índices de accidentalidad, el 
ITA ha implementado el sistema de detección de infracciones de tránsito para controlar las 
vías dentro de su jurisdicción verificando con dicho sistema el cumplimiento de las normas 
de tránsito.  
 
Entre las medidas implementadas se encuentra la instalación y puesta en funcionamiento 
de equipos que permiten verificar y controlar la conducta de los presuntos infractores en 
temas como el exceso de velocidad, como es el caso objeto de estudio, para lograr un 
aconductamiento de los usuarios de las vías lo que se traduce en mejorar la movilidad y 
particularmente la seguridad vial. 
  
Este tema se encuentra avalado por el Legislador en el parágrafo segundo del artículo 129 
de la Ley 769 de 2002, el cual establece: “PARÁGRAFO 2o. Las ayudas tecnológicas como 
cámaras de vídeo y equipos electrónicos de lectura que permitan con precisión la 
identificación del vehículo o del conductor serán válidas como prueba de ocurrencia de una 
infracción de tránsito y por lo tanto darán lugar a la imposición de un comparendo”. EN 
CUANTO A LOS HECHOS: Verificados los hechos que hacen parte de la presente acción, 
se constató el sistema de gestión documental ORFEO del Instituto de Transito del Atlántico, 
y se evidenció que el (la) señor (a) JOSE LEONIDAS FERNANDEZ TOBON, presentó 
derecho de petición ante esta entidad mediante radicado 2020998009373-2 de 06/10/2020, 
el cual fue contestado de fondo y enviado oportunamente a la dirección suministrada en su 
escrito de petición. Una vez señalado lo anterior, me permito citar apartes de la respuesta 
otorgada al (la) señor (a) JOSE LEONIDAS FERNANDEZ TOBON: 
 
El derecho de petición, es un derecho fundamental consagrado en el artículo 23 de la 
Constitución Política de Colombia y, reglamentado en la Ley 1755 de 2015, norma que lo 
define como el derecho que tiene toda persona de interponer peticiones respetuosas 
verbales o por escrito ante las autoridades, mediante el cual el interesado puede solicitar el 
reconocimiento de un derecho, la intervención de una entidad o funcionario, la resolución 
de una situación jurídica, la prestación de un servicio, requerir información, consultar, 
examinar y requerir copias de documentos, formular consultas, quejas, denuncias y 
reclamos e interponer recursos. Que, en Sentencia T-206/18 la Corte Constitucional 
menciona: (…) 9. El derecho de petición, según la jurisprudencia constitucional, tiene una 
finalidad doble: por un lado permite que los interesados eleven peticiones respetuosas a las 
autoridades y, por otro, garantiza una respuesta oportuna, eficaz, de fondo y congruente 
con lo solicitado. Ha indicado la Corte que “(…) dentro de sus garantías se encuentran (i) la 
pronta resolución del mismo, es decir que la respuesta debe entregarse dentro del término 
legalmente establecido para ello; y (ii) la contestación debe ser clara y efectiva respecto de 
lo pedido, de tal manera que permita al peticionario conocer la situación real de lo 
solicitado”[24]. En esa dirección también ha sostenido que a este derecho se adscriben tres 
posiciones[25] : “(i) la posibilidad de formular la petición, (ii) la respuesta de fondo y (iii) la 
resolución dentro del término legal y la consecuente notificación de la respuesta al 
peticionario”[26]. (…) Señor Juez, este organismo de tránsito siempre ha procurado 
salvaguardar los lineamientos establecidos en nuestra Carta Política, especialmente en lo 
relacionado a los derechos fundamentales, pilar último de nuestra vida en sociedad. 
Consecuente con lo anterior, esta autoridad siempre ha estado presta a contestar las 
peticiones dentro del término señalado. En este sentido, el Instituto de tránsito del Atlántico, 
no se encuentra afectando su derecho fundamental de Petición dejando de ser necesaria la 
protección a través del mecanismo de tutela. Así las cosas, se tiene que el propósito de la 
tutela, como lo establece el mencionado artículo, es que el Juez Constitucional, de manera 
expedita, administre justicia en el caso concreto, profiriendo las órdenes que considere 
pertinentes a la autoridad pública o al particular que con sus acciones u omisiones han 
amenazado o vulnerado derechos fundamentales y procurar así la defensa actual y cierta 
de los mismos. No obstante, hay casos en que el juez constitucional conoce de acciones de 
tutela, en los que para ese momento ya se ha reivindicado el derecho vulnerado o violado, 
o ha desaparecido la causa de tal afectación. Este fenómeno ha sido catalogado por la 
jurisprudencia como hecho superado, en el sentido de que han desaparecido los supuestos 
de hecho que motivaron el ejercicio de la acción. El concepto de hecho superado y sus 
implicaciones en el proceso de tutela han sido desarrollados por la jurisprudencia 
constitucional en distintos pronunciamientos. 
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Por las razones expuestas de manera respetuosa solicito se declare IMPROCEDENTE la 
presente acción de tutela, en el entendido que no estamos en presencia de vulneración 
alguna de derechos fundamentales del accionante, toda vez que ya se adoptaron las 
medidas pertinentes y estamos en presencia de un hecho superado 
 
CONCESIÓN RUNT S.A.  
 
Patricia Troncoso Ayalde, en calidad de Gerente Jurídica, de la sociedad CONCESIÓN 
RUNT S.A, señaló: 
 
El actor manifiesta su inconformidad con respecto a las multas e infracciones que aparecen 
a su nombre, pero desconoce que el RUNT no tiene competencia para eliminar o modificar 
la información de comparendos, ni para declarar su prescripción o para realizar acuerdos de 
pago, pues dicha función es competencia exclusiva de los organismos de tránsito como 
autoridades administrativas, quienes tienen la obligación de reportar directamente esa 
información al SIMIT y éste a su vez, al RUNT. 
  
En atención a lo establecido en el parágrafo del artículo 10 de la Ley 769 de 2002 (Código 
Nacional de Tránsito Terrestre)[1], si la persona interesada en la realización de trámites de 
tránsito posee multas por infracciones de tránsito, no se permite la realización de sus 
trámites y es por ello que los organismos de tránsito tienen la obligación legal de reportar la 
información de multas e infracciones de tránsito al SIMIT y éste a su vez al RUNT. 
  
Con base en lo expuesto, si el actor no está de acuerdo con el contenido de los actos 
administrativos con los que se le declara como infractor o con el procedimiento practicado, 
o si considera que las sanciones están prescritas, conserva la facultad de agotar la vía 
administrativa o en su defecto, acudir a la jurisdicción contencioso-administrativa a efecto 
de garantizar su derecho de defensa y contradicción, por ello, considero que si ese 
procedimiento tiene un trámite preferencial, las pretensiones no están llamadas a prosperar. 
  
Teniendo en cuenta que los hechos, objeto de la presente acción de tutela, no son 
competencia del RUNT; es imposible haber vulnerado los derechos fundamentales del 
accionante. 
 
 
MINISTERIO DE TRANSPORTE 
 
CARMEN NELLY VILLAMIZAR ARCHILA Coordinadora Grupo de Atención Técnica en 
Transporte y Tránsito, señaló en su informe al despacho: 
 
No existe legitimación en la causa por pasiva: al respecto la honorable Corte Constitucional 
se ha manifestado extensamente entre esos pronunciamientos es importante destacar: T-
519 de 2.001 M.P. Clara Inés Vargas "... cuando del trámite procesal se deduce que el 
demandado no es responsable del menoscabo de los derechos fundamentales del actor, no 
puede, bajo ninguna circunstancia, concederse la tutela en su contra. La legitimación por 
pasiva de la acción de tutela se rompe cuando el demandado no es el responsable de 
realizar la conducta cuya omisión genera la violación, o cuando no es su conducta la que 
inflige el daño." 
 
 Así las cosas, y teniendo en cuenta que el Ministerio de Transporte no ha conculcado 
derecho fundamental alguno al actor, dado que, no es la autoridad competente para 
cuestionar el procedimiento adoptado por el INSTITUTO DE TRÁNSITO DEL ATLÁNTICO, 
frente a la imposición de una orden de comparendo, siendo pertinente señalar que el 
procedimiento contravencional por infracción a las normas de tránsito corresponde por 
competencia a los Organismos de Tránsito donde se cometió la infracción de acuerdo con 
su jurisdicción. Agregado a ello presuntamente el INSTITUTO DE TRÁNSITO DEL 
ATLÁNTICO, no se ha pronunciado con respecto a una petición, instaurada ante su 
dependencia el día 27 de octubre del 2020.  
 
En tal virtud, solicitan al despacho, no increpar responsabilidad alguna en el presente trámite 
constitucional y en consecuencia denegar por improcedente el amparo deprecado respecto 
a esta cartera ministerial., por tratarse de una INEXISTENCIA DE LA VULNERACIÓN DE 
DERECHOS FUNDAMENTALES por parte del Ministerio de Transporte y por configurarse 

http://www.ramajudicial.gov.co/
mailto:XXXXXXXXX@cendoj.ramajudicial.gov.co
https://outlook.office.com/mail/search/id/AAQkADJmMWVkODc3LWQxOTQtNGRiNS04MmI1LTkyNmNjMmNmNTFmNQAQAN4wd0XYU0T%2BoxnjN%2BZqXk8%3D#_ftn1


   

 Consejo Superior de la Judicatura 
 Consejo Seccional de la Judicatura del Atlántico 

 Juzgado Promiscuo Municipal de Sabanagrande Atlántico 
 

Dirección: calle 1B No. 2ª-65, PISO 1 
Celular: 3105233382    www.ramajudicial.gov.co 

Celular: 3105233382 
Email: j01prmpalsabanagrande@cendoj.ramajudicial.gov.co 

Sabanagrande-Atlántico. Colombia 
 

LA FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR PASIVA, conforme a los fundamentos 
antes referidos.  

 

CONSIDERACIONES 

 Competencia.  

El artículo 37 del Decreto 2591 de 1991, en lo relativo a la competencia de los jueces para 
conocer de las acciones de tutela, textualmente dispone: 
 

“Son competentes para conocer de la acción de tutela, a prevención, los jueces o 
tribunales con jurisdicción en el lugar donde ocurriere la violación o la amenaza que 
motivaren la presentación de la solicitud”. 

Lo anterior en armonía con lo consagrado en el numeral 1º del artículo 1º del Decreto 1983 
de 2017, que reza: 
 
“ARTÍCULO 2.2.3.1.2.1. REPARTO DE LA ACCIÓN DE TUTELA. Para los efectos previstos 
en el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991, conocerán de la acción de tutela, a prevención, 
los jueces con jurisdicción donde ocurriere la violación o la amenaza que motivare la 
presentación de la solicitud o donde se produjeren sus efectos, conforme a las siguientes 
reglas:  
 
1. Las acciones de tutela que se interpongan contra cualquier autoridad, organismo o 
entidad pública del orden departamental, distrital o municipal y contra particulares serán 
repartidas, para su conocimiento en primera instancia, a los Jueces Municipales. 
 
La presente acción constitucional está dirigida contra una entidad del orden departamental 
con sede en el municipio de Sabanagrande, por lo que este Despacho es competente para 
conocer de la presente acción de tutela.   
 

PRUEBAS Y ANEXOS RELEVANTES 

ACCIONANTE: 

Aportó copia de los siguientes documentos: 

Copia de petición con fecha del 24 de septiembre de 2020. 
 
ACCIONADA 
 

Aportó copia de los siguientes documentos: 

● Copia de constancia de envío de respuesta el día 26 de noviembre de 2020, al correo 

electrónico cg4075915@gmail.com  

● Respuesta a la petición con los anexos que la acompañan. 

 

 

Planteamiento del problema jurídico 

 

Una vez verificada la procedencia de la presente acción de Tutela, el despacho, deberá 

establecer si ¿El Instituto de Tránsito del Atlántico, vulneró, el   derecho fundamental de 

petición, de la accionante, al no dar respuesta oportuna a la petición que le fue radicada a 

través de correo electrónico, el 27 de octubre de 2020, o si por el contrario con la respuesta 

que le remitió a su correo electrónica el día 26 de noviembre de 2020, se satisfizo la solicitud 

del peticionario? 

 
Para resolver el problema jurídico planteado resulta necesario abordar los siguientes temas: 
(1) procedencia de la acción de tutela frente al derecho fundamental de petición; 2) 
Resolución del caso. 

1.Procedencia de la acción de Tutela frente al derecho fundamental de petición. 
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Se presentará brevemente, en primer lugar, el contenido de cada uno de los presupuestos 
correspondientes en cuanto a los requisitos de procedibilidad: 

La acción de tutela resulta procedente cuando cumple 4 requisitos: (i) Legitimación por 
activa. Puede ser usada por todas las personas cuyos derechos fundamentales se 
encuentren vulnerados o amenazados, por sí misma o por quien actúe a su nombre. (ii) 
Legitimación por pasiva. El amparo procede contra las acciones u omisiones de las 
autoridades públicas y de particulares. (iii) Inmediatez. No puede transcurrir un tiempo 
excesivo, irrazonable o injustificado entre la actuación u omisión y el uso del amparo. (iv) 
Subsidiariedad. La acción de tutela resulta procedente cuando no existen otros mecanismos 
de defensa judicial disponibles, cuando los mecanismos disponibles no resultan eficaces 
para el caso concreto o cuando aun siéndolo, se requiere evitar la consumación de un 
perjuicio irremediable y se usa como mecanismo transitorio.  

Legitimación por activa y pasiva. 

En el presente caso, la acción fue presentada directamente por el peticionario, por lo que, 
se tiene que se cumple con el requisito de legitimación por activa. 

Ahora, en atención al cumplimiento del requisito de legitimación por pasiva, considera el 
despacho, que también se cumple, puesto que ha sido interpuesta contra la entidad, que 
presuntamente se ha sustraído del deber de dar respuesta a la petición formulada. 

Inmediatez 

Entre la acción presuntamente vulneradora (petición radicada en el mes de octubre de 2020) 

ha transcurrido  un mes; tiempo que se considera razonable. 

Subsidiariedad 

En virtud de lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución Política, la reiterada 
jurisprudencia constitucional adoptada en la materia1 y los artículos concordantes del 
Decreto 2591 de 1991, la acción de tutela tiene un carácter residual y subsidiario, razón por 
la cual sólo procede excepcionalmente como mecanismo de protección definitivo: (i) cuando 
el presunto afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, (ii) cuando existiendo, 
ese medio carezca de idoneidad o eficacia para proteger de forma adecuada, oportuna e 
integral los derechos fundamentales, en las circunstancias del caso concreto; así mismo, 
procederá como mecanismo transitorio cuando se interponga para evitar la consumación de 
un perjuicio irremediable a un derecho fundamental. En el evento de proceder como 
mecanismo transitorio, la protección se extenderá hasta tanto se produzca una decisión 
definitiva por parte del juez ordinario2. 

Teniendo en cuenta que el asunto que nos ocupa en esta Tutela,  versa sobre la presunta 
vulneración del derecho fundamental de petición y en atención a que no existe en el 
ordenamiento jurídico otro mecanismo judicial dispuesto para reclamar su cumplimiento, la 
Corte Constitucional ha aceptado que la acción de tutela es el medio judicial idóneo y eficaz 
para resolver acerca de la vulneración de este derecho fundamental3. 

 
DERECHO DE PETICIÓN -  
 
En virtud del artículo 13 de la Ley 1755 del 30 de junio de 2015 -regulatoria del derecho de 
petición-, “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, 
en los términos señalados en este Código, por motivos de interés general o particular, y a 
obtener pronta resolución completa y de fondo sobre la misma.  

                                                           
1

 Ver, entre otras, sentencias T-119/15, T-250/15, T-446/15, T-548/15 y T-317/15. 

2
 Acerca del perjuicio irremediable, esta Corte ha señalado que, debe reuniciertos requisitos para que torne procedente la acción de tutela, a saber: “(i) que se trate de un hecho cierto 

e inminente; (ii) que las medidas a tomar deben ser urgentes; (iii) que la situación a la que se enfrenta la persona es grave; y finalmente (iv) que /las actuaciones de protección han de 
ser impostergables”. 

3
 En la sentencia T-149/13 La Corte constitucional manifestó que: “cuando se trata de proteger el derecho de petición, el ordenamiento jurídico colombiano no tiene previsto un medio 

de defensa judicial idóneo ni eficaz diferente de la acción de tutela, de modo que quien resulte afectado por la vulneración a este derecho fundamental no dispone de ningún mecanismo 
ordinario de naturaleza judicial que le permita efectivizar el mismo”. Lo anterior, fue reiterado en la reciente sentencia T-555/15. 
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Toda actuación que inicie cualquier persona ante las autoridades implica el ejercicio del 
derecho de petición consagrado en el artículo 23 de la Constitución Política, sin que sea 
necesario invocarlo.  
 
Mediante él, entre otras actuaciones, se podrá solicitar: el reconocimiento de un derecho, la 
intervención de una entidad o funcionario, la resolución de una situación jurídica, la 
prestación de un servicio, requerir información, consultar, examinar y requerir copias de 
documentos, formular consultas, quejas, denuncias y reclamos e interponer recursos. El 
ejercicio del derecho de petición es gratuito y puede realizarse sin necesidad de 
representación a través de abogado, o de persona mayor cuando se trate de menores en 
relación a las entidades dedicadas a su protección o formación”. 
 
Asimismo, el artículo 21 de la ley en cita, consagra que “Si la autoridad a quien se dirige la 
petición no es la competente, se informará de inmediato al interesado si este actúa 
verbalmente, o dentro de los cinco (5) días siguientes al de la recepción, si obró por escrito. 
Dentro del término señalado remitirá la petición al competente y enviará copia del oficio 
remisorio al peticionario o en caso de no existir funcionario competente así se lo comunicará. 
Los términos para decidir o responder se contarán a partir del día siguiente a la recepción 
de la Petición por la autoridad competente”.  
 
Téngase en cuenta que el derecho de petición comprende no sólo la manifestación de la 
administración o el servidor público sobre el objeto de la solicitud, sino también el hecho de 
que dicha manifestación constituya una solución pronta del caso planteado. Así, el derecho 
fundamental a la efectividad de los derechos (arts. 2º y 86 C.N.) se halla ligado es este punto 
al principio constitucional de la eficacia administrativa (art. 209). 
 
Caracterización del derecho de petición.  

El artículo 23 de la Constitución dispone que “[t]oda persona tiene derecho a presentar 

peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o particular y a 

obtener pronta resolución.” Esta garantía ha sido denominada derecho fundamental de 

petición, con el cual se promueve un canal de diálogo entre los administrados y la 

administración, “cuya fluidez y eficacia constituye una exigencia impostergable para los 

ordenamientos organizados bajo la insignia del Estado Democrático de Derecho”4. De 

acuerdo con la jurisprudencia constitucional, esta garantía tiene dos componentes 

esenciales: (i) la posibilidad de formular peticiones respetuosas ante las autoridades, y como 

correlativo a ello, (ii) la garantía de que se otorgue respuesta de fondo, eficaz, oportuna y 

congruente con lo solicitado. Con fundamento en ello, su núcleo esencial se circunscribe a 

la formulación de la petición, a la pronta resolución, a la existencia de una respuesta de 

fondo y a la notificación de la decisión al peticionario.  

 

Formulación de la petición. En virtud del derecho de petición cualquier persona podrá 

dirigir solicitudes respetuosas a las autoridades, ya sea verbalmente, por escrito o por 

cualquier otro medio idóneo (art. 23 CN y art. 13 CPACA). En otras palabras, la petición 

puede, por regla general, formularse ante autoridades públicas, siendo, en muchas 

ocasiones, una de las formas de iniciar o impulsar procedimientos administrativos. Estas 

últimas tienen la obligación de recibirlas, tramitarlas y responderlas de forma clara, oportuna, 

suficiente y congruente con lo pedido, de acuerdo con los estándares establecidos por la 

ley5. En tratándose de autoridades judiciales, la solicitud también es procedente, siempre 

que el objeto del requerimiento no recaiga sobre procesos judiciales en curso6. 

                                                           
4

 Sentencia T-251 de 2009, M.P. Humberto Antonio Sierra Porto.  

5
 Artículo 5 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 1 de la Ley 1755 de 2015: “DERECHOS DE LAS PERSONAS ANTE LAS AUTORIDADES. En sus relaciones con las autoridades toda persona tiene derecho a: // 1. 

Presentar peticiones en cualquiera de sus modalidades, verbalmente, o por escrito, o por cualquier otro medio idóneo y sin necesidad de apoderado, así como a obtener información y orientación acerca de los requisitos 
que las disposiciones vigentes exijan para tal efecto. // Las anteriores actuaciones podrán ser adelantadas o promovidas por cualquier medio tecnológico o electrónico disponible en la entidad, aún por fuera de las horas 
de atención al público. (…)” Artículo 13: “OBJETO Y MODALIDADES DEL DERECHO DE PETICIÓN ANTE AUTORIDADES. Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, en los términos 
señalados en este código, por motivos de interés general o particular, y a obtener pronta resolución completa y de fondo sobre la misma. // Toda actuación que inicie cualquier persona ante las autoridades implica el 
ejercicio del derecho de petición consagrado en el artículo 23 de la Constitución Política, sin que sea necesario invocarlo. Mediante él, entre otras actuaciones, se podrá solicitar: el reconocimiento de un derecho, la 
intervención de una entidad o funcionario, la resolución de una situación jurídica, la prestación de un servicio, requerir información, consultar, examinar y requerir copias de documentos, formular consultas, quejas, 
denuncias y reclamos e interponer recursos. // El ejercicio del derecho de petición es gratuito y puede realizarse sin necesidad de representación a través de abogado, o de persona mayor cuando se trate de menores en 
relación a las entidades dedicadas a su protección o formación.”  

6
 En relación con el derecho de petición presentado ante jueces, la Sentencia C-951 de 2014 explicó: “En estos eventos, el alcance de este derecho encuentra limitaciones, por ello, se ha especificado que deben diferenciarse 

las peticiones que se formulen ante los jueces, las cuales serán de dos clases: (i) las referidas a actuaciones estrictamente judiciales, que por tales se encuentran reguladas en el procedimiento respectivo, debiéndose 
sujetar entonces la decisión a los términos y etapas procesales previstos para el efecto; y (ii) aquellas que por ser ajenas al contenido mismo de la litis e impulsos procesales, deben ser atendidas por la autoridad judicial 
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Las peticiones también podrán elevarse excepcionalmente ante organizaciones privadas. 

En los artículos 32 y 33 de la Ley 1437 de 2011, modificados por el artículo 1 de la Ley 1755 

de 20157, se estipula que cualquier persona tiene el derecho de formular solicitudes ante 

entidades de orden privado sin importar si cuentan o no con personería jurídica8, cuando se 

trate de garantizar sus derechos fundamentales. En el ejercicio del derecho frente a privados 

existen iguales deberes de recibir, dar trámite y resolver de forma clara, oportuna, suficiente 

y congruente, siempre que sean compatibles con las funciones que ejercen9. En otras 

palabras, los particulares, independientemente de su naturaleza jurídica, son asimilables a 

las autoridades públicas, para determinados efectos, entre ellos, el relacionado con el 

derecho de petición. 

Pronta resolución. Otro de los componentes del núcleo esencial del derecho de petición, 

consiste en que las solicitudes formuladas ante autoridades o particulares deben ser 

resueltas en el menor tiempo posible, sin que se exceda el término fijado por la ley para tal 

efecto.  

El artículo 14 de la Ley 1437 de 2011 dispone un término general de 15 días hábiles 

siguientes a la recepción de la solicitud para dar respuesta, salvo que la ley hubiera 

determinado plazos especiales para cierto tipo de actuaciones10. Esa misma disposición 

normativa se refiere a dos términos especiales aplicables a los requerimientos de 

documentos o información, y a las consultas formuladas a las autoridades relacionadas con 

orientación, consejo o punto de vista frente a materias a su cargo. Los primeros deberán ser 

resueltos en los 10 días hábiles siguientes a la recepción, mientras que los segundos dentro 

de los 30 días siguientes.  

De incumplirse con cualquiera de estos plazos, la autoridad podrá ser objeto de sanciones 

disciplinarias. Por ello, el parágrafo del precitado artículo 14 del CPACA admite la posibilidad 

de ampliar el término para brindar una respuesta cuando por circunstancias particulares se 

haga imposible resolver el asunto en los plazos legales. De encontrarse en dicho escenario, 

se deberá comunicar al solicitante tal situación, e indicar el tiempo razonable en el que se 

dará respuesta –el cual no podrá exceder el doble del inicialmente previsto por la ley–. Esta 

hipótesis es excepcional, esto es, solo cuando existan razones suficientes que justifiquen la 

imposibilidad de resolver los requerimientos en los plazos indicados en la ley.  

 

Cuando se trata de peticiones relacionadas con la solicitud de documentos o de información, 

el artículo 14 de la Ley 1437 de 2011 establece un silencio administrativo positivo que opera 

cuando no se ha brindado respuesta dentro del término de 10 días hábiles que consagra la 

norma. En esos eventos, la autoridad debe proceder a la entrega de los documentos dentro 

de los tres días hábiles siguientes al vencimiento del plazo.  

                                                           
en su condición, bajo las normas generales del derecho de petición que rigen la administración, esto es, el Código Contencioso Administrativo”. Por tanto, el juez tendrá que responder la petición de una persona que no 
verse sobre materias del proceso sometido a su competencia.” 

7
 “ARTÍCULO 32. DERECHO DE PETICIÓN ANTE ORGANIZACIONES PRIVADAS PARA GARANTIZAR LOS DERECHOS FUNDAMENTALES. Toda persona podrá ejercer el derecho de petición para garantizar sus derechos 

fundamentales ante organizaciones privadas con o sin personería jurídica, tales como sociedades, corporaciones, fundaciones, asociaciones, organizaciones religiosas, cooperativas, instituciones financieras o clubes. // 
Salvo norma legal especial, el trámite y resolución de estas peticiones estarán sometidos a los principios y reglas establecidos en el Capítulo I de este título. // Las organizaciones privadas solo podrán invocar la reserva de 
la información solicitada en los casos expresamente establecidos en la Constitución Política y la ley. // Las peticiones ante las empresas o personas que administran archivos y bases de datos de carácter financiero, crediticio, 
comercial, de servicios y las provenientes de terceros países se regirán por lo dispuesto en la Ley Estatutaria del Hábeas Data. // PARÁGRAFO 1o. Este derecho también podrá ejercerse ante personas naturales cuando frente 
a ellas el solicitante se encuentre en situaciones de indefensión, subordinación o la persona natural se encuentre ejerciendo una función o posición dominante frente al peticionario. // PARÁGRAFO 2o. Los personeros 
municipales y distritales y la Defensoría del Pueblo prestarán asistencia eficaz e inmediata a toda persona que la solicite, para garantizarle el ejercicio del derecho constitucional de petición que hubiere ejercido o desee 
ejercer ante organizaciones o instituciones privadas. // PARÁGRAFO 3o. Ninguna entidad privada podrá negarse a la recepción y radicación de solicitudes y peticiones respetuosas, so pena de incurrir en sanciones y/o 
multas por parte de las autoridades competentes. // ARTÍCULO 33. DERECHO DE PETICIÓN DE LOS USUARIOS ANTE INSTITUCIONES PRIVADAS. Sin perjuicio de lo dispuesto en leyes especiales, a las Cajas de Compensación 
Familiar, a las Instituciones del Sistema de Seguridad Social Integral, a las entidades que conforman el sistema financiero y bursátil y a aquellas empresas que prestan servicios públicos y servicios públicos domiciliarios, que 
se rijan por el derecho privado, se les aplicarán en sus relaciones con los usuarios, en lo pertinente, las disposiciones sobre derecho de petición previstas en los dos capítulos anteriores.” 

8
 Esta Corporación recogió los supuestos en los que es procedente la solicitud frente a particulares: “(i) La prestación de un servicio público o el desempeño funciones públicas: dentro de este supuesto se destacan las 

entidades financieras, bancarias o cooperativas, en tanto que se trata de personas jurídicas que desempeñan actividades que son consideradas servicio público. De igual forma, se traen a colación las universidades de 
carácter privado, las cuales prestan el servicio público de educación. Respecto de la segunda situación, se destacan las actividades de los curadores urbanos, quienes son particulares encargados de la verificación del 
cumplimiento de la normatividad urbanística o de edificación. // En los mencionados eventos, el derecho de petición opera como si se tratase de una autoridad pública y, por consiguiente, al ser similar la situación y la 
calidad del particular a una autoridad pública, tiene el deber de dar respuesta a las peticiones presentadas en virtud del artículo 23 de la Constitución Política. // (ii) El ejercicio del derecho de petición como medio para 
proteger un derecho fundamental; // (iii) En aquellos asuntos en los cuales exista una relación especial de poder entre el peticionario y la organización de privada, la cual puede ser reglada o de facto. A propósito de ello, 
la Ley 1755 de 2015, en cuya virtud se reguló el derecho fundamental de petición, dispuso que el citado derecho se podía ejercer ante personas naturales cuando frente a ellas el solicitante se encontrara en: i) situaciones 
de indefensión o subordinación o, ii) la persona natural se encuentre ejerciendo una función o posición dominante frente al peticionario.” Sentencia T-451 de 2017, M.P. Carlos Bernal Pulido. 

9
 El artículo 32 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 1 de la Ley 1755 de 2015, fue declarado exequible condicionado en su aparte “estarán sometidos a los principios y reglas establecidos en el Capítulo I de 

este título”, bajo el entendido que “al derecho de petición ante organizaciones privadas se aplicarán, en lo pertinente, aquellas disposiciones del Capítulo I que sean compatibles con la naturaleza de las funciones que 
ejercen los particulares.” Sentencia C-951 de 2014, M.P. Martha Victoria Sáchica Méndez.  

10
 “ARTÍCULO 14. TÉRMINOS PARA RESOLVER LAS DISTINTAS MODALIDADES DE PETICIONES. <Artículo modificado por el artículo 1 de la Ley 1755 de 2015. El nuevo texto es el siguiente:> Salvo norma legal especial y so 

pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción. Estará sometida a término especial la resolución de las siguientes peticiones: // 1. Las peticiones de 
documentos y de información deberán resolverse dentro de los diez (10) días siguientes a su recepción. Si en ese lapso no se ha dado respuesta al peticionario, se entenderá, para todos los efectos legales, que la respectiva 
solicitud ha sido aceptada y, por consiguiente, la administración ya no podrá negar la entrega de dichos documentos al peticionario, y como consecuencia las copias se entregarán dentro de los tres (3) días siguientes. // 2. 
Las peticiones mediante las cuales se eleva una consulta a las autoridades en relación con las materias a su cargo deberán resolverse dentro de los treinta (30) días siguientes a su recepción. // PARÁGRAFO. Cuando 
excepcionalmente no fuere posible resolver la petición en los plazos aquí señalados, la autoridad debe informar esta circunstancia al interesado, antes del vencimiento del término señalado en la ley expresando los motivos 
de la demora y señalando a la vez el plazo razonable en que se resolverá o dará respuesta, que no podrá exceder del doble del inicialmente previsto.” 
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Como ya se anunciaba, el plazo para la respuesta de fondo se contabiliza desde el momento 

en que la autoridad o el particular recibieron la solicitud por cualquiera de los medios 

habilitados para tal efecto, siempre que estos permitan la comunicación o transferencia de 

datos. En otras palabras, los términos para contestar empiezan a correr a partir de que el 

peticionario manifiesta su requerimiento, (i) ya sea verbalmente en las oficinas o medios 

telefónicos, (ii) por escrito –utilizando medios electrónicos que funcionen como canales de 

comunicación entre las dos partes, o por medio impreso en las oficinas o direcciones de la 

entidad pública o privada–, o (iii) también por cualquier otro medio que resulte idóneo para 

la transferencia de datos. 

 Respuesta de fondo. Otro componente del núcleo esencial supone que la contestación a 

los derechos de petición debe observar ciertas condiciones para que sea 

constitucionalmente válida. Al respecto, esta Corporación ha señalado que la respuesta de 

la autoridad debe ser: “(i) clara, esto es, inteligible y contentiva de argumentos de fácil 

comprensión; (ii) precisa, de manera que atienda directamente lo pedido sin reparar en 

información impertinente y sin incurrir en fórmulas evasivas o elusivas ; (iii) congruente, de 

suerte que abarque la materia objeto de la petición y sea conforme con lo solicitado; y 

además (iv) consecuente con el trámite que se ha surtido, de manera que, si la respuesta 

se produce con motivo de un derecho de petición formulada dentro de un procedimiento del 

que conoce la autoridad de la cual el interesado requiere la información, no basta con ofrecer 

una respuesta como si se tratara de una petición aislada o ex novo, sino que, si resulta 

relevante, debe darse cuenta del trámite que se ha surtido y de las razones por las cuales 

la petición resulta o no procedente”11 (se resalta fuera del original). 

La respuesta de fondo no implica tener que otorgar necesariamente lo solicitado por el 

interesado12, salvo cuando esté involucrado el derecho de acceso a la información pública 

(art. 74 C.P.13), dado que, por regla general, existe el “deber constitucional de las 

autoridades públicas de entregarle, a quien lo solicite, informaciones claras, completas, 

oportunas, ciertas y actualizadas sobre cualquier actividad del Estado.”14 Sobre este punto, 

es preciso anotar que al tratarse de una garantía fundamental que permite el ejercicio de 

muchos otros derechos fundamentales, así como la consolidación de la democracia, las 

restricciones al derecho de petición y de información deben ser excepcionales y deberán 

estar previamente consagradas en la ley. Al respecto, en el Título III de la Ley 1712 de 2014 

se hace referencia a los casos especiales en los cuales se puede negar el acceso a la 

información, por ejemplo, entre otros, al tratarse de información clasificada y reservada, o 

que pueda causar daños a personas naturales o jurídicas en su derecho a la intimidad, vida, 

salud, seguridad o secretos comerciales, industriales y profesionales.  

En las hipótesis en que la autoridad a quien se dirigió la solicitud no sea la competente para 

pronunciarse sobre el fondo de lo requerido, también se preserva la obligación de contestar, 

consistente en informar al interesado sobre la falta de capacidad legal para dar respuesta y, 

a su vez, remitir a la entidad encargada de pronunciarse sobre el asunto formulado por el 

peticionario15.  

Notificación de la decisión. Finalmente, para que el componente de respuesta de la 

                                                           
11

 Sentencia T-610 de 2008, M.P. Rodrigo Escobar Gil. Véase también, entre otras, las sentencias T-430 de 2017, T-206 de 2018, T-217 de 2018, T-397 de 2018 y T-007 de 2019. 

12
 Desde sus inicios, esta Corporación diferenció el derecho de petición del derecho de lo pedido. Puntualmente, se ha dicho que: “no se debe confundir el derecho de petición (…) con el contenido de lo que se pide, es 

decir[,] con la materia de la petición. La falta de respuesta o la resolución tardía son formas de violación de aquél y son susceptibles de la actuación protectora del juez mediante el uso de la acción de tutela, pues en tales 
casos se conculca un derecho constitucional fundamental. En cambio, lo que se debate ante la jurisdicción cuando se acusa el acto, expreso o presunto, proferido por la administración, alude al fondo de lo pedido, de 
manera independiente del derecho de petición como tal. Allí se discute la legalidad de la actuación administrativa o del acto correspondiente, de acuerdo con las normas a las que estaba sometida la administración, es 
decir que no está en juego el derecho fundamental de que se trata sino otros derechos para cuya defensa existen las vías judiciales contempladas en el Código Contencioso Administrativo y, por tanto, respecto de ella no 
cabe la acción de tutela salvo la hipótesis del perjuicio irremediable (artículo 86 C.N).” Sentencia T-242 de 1993, M.P. José Gregorio Hernández Galindo. Véanse también, entre otras, las Sentencias T-180 de 2001, T-192 
de 2007, T-558 de 2012 y T-155 de 2018.  

13
 Artículo 74 de la Constitución Política: “Todas las personas tienen derecho a acceder a los documentos públicos salvo los casos que establezca la ley. (…)”  

14
 En relación con el alcance de este derecho fundamental, la Corte Constitucional ha observado que “[l]a ley que limita el derecho fundamental de acceso a la libertad de información debe ser precisa y clara al definir 

qué tipo de información puede ser objeto de reserva y qué autoridades pueden establecer dicha reserva. En efecto, la Constitución en este sentido rechaza las normas genéricas o vagas que pueden terminar siendo una 
especie de habilitación general a las autoridades para mantener en secreto toda la información que discrecionalmente consideren adecuado. Para que esto no ocurra y no se invierta la regla general de la publicidad, la ley 
debe establecer con claridad y precisión el tipo de información que puede ser objeto de reserva, las condiciones en las cuales dicha reserva puede oponerse a los ciudadanos, las autoridades que pueden aplicarla y los 
sistemas de control que operan sobre las actuaciones que por tal razón permanecen reservadas.” Sentencia C-491 de 2007, M.P. Jaime Córdoba Triviño, reiterada en la Sentencia C-274 de 2013, M.P. María Victoria Calle 
Correa. Lo anterior resulta de especial importancia, por ejemplo, en el caso de las víctimas, ya que el derecho de acceso a la información es “una herramienta esencial para la satisfacción del derecho a la verdad de las 
víctimas de actuaciones arbitrarias y de violaciones de derechos humanos y para garantizar el derecho a la memoria histórica de la sociedad.” Cita es tomada de la Sentencia C-491 de 2007, M.P. Jaime Córdoba Triviño. 
Véanse, entre otras, las Sentencias C-274 de 2013, T-487 de 2017, C-007 de 2018 y C-067 de 2018. 

15
 Véanse, entre otras, las Sentencias T-219 de 2001, T-1006 de 2001, T-229 de 2005 y T-396 de 2013. Cabe también hacer referencia al deber de información consagrado en el artículo 8 de la Ley 1437 de 2011, de 

acuerdo con el cual las autoridades han de mantener a disposición de toda persona información completa y actualizada en el sitio de atención y en la página electrónica, así como suministrarla a través de los medios 
impresos y eletrónicos de que disponga. Dicha exigencia se da respecto de las normas que determinan la competencia de la entidad, las funciones de sus distintas dependencias y servicios que se prestan, procedimientos 
y trámites internos de la entidad, actos administrativos de carácter general, entre otras cosas.  
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petición se materialice, es imperativo que el solicitante conozca el contenido de la 

contestación realizada. Para ello, la autoridad deberá realizar la efectiva notificación de su 

decisión, de conformidad con los estándares contenidos en el CPACA16. El deber de 

notificación de mantiene, incluso, cuando se trate de contestaciones dirigidas a explicar 

sobre la falta de competencia de la autoridad e informar sobre la remisión a la entidad 

encargada. 

2) ESTUDIO DEL CASO CONCRETO  
 
La parte actora interpuso acción de tutela con la finalidad de que se le proteja su derecho 
fundamental de petición que considera vulnerado por la entidad accionada al no obtener de 
ésta respuesta a su petición.  
 
Conforme la prueba obrante en el expediente, es un derecho de petición incoado ante la 
accionada, por la parte actora, y la parte accionada reconoce haber recibido el mismo. 
 
Una vez notificado el auto admisorio de la demanda la entidad accionada rindió el informe 
ordenado, y en él manifestó que a la peticionaria se le dio respuesta en fecha 26 de 
noviembre de 2020, y que la misma fue remitida al peticionario en dicha fecha, adjuntándose 
copia del envío al correo electrónico: cg4075915@gmail.com; el cual coincide con el 
indicado en la petición.  
 
De la prueba allegada al expediente por la accionada se constata que, mediante oficio del 
18 de noviembre de 2020, CARLOS CARRILLO ORELLANO,  Inspector  de Tránsito N.3, 
dio respuesta petición, indicando, entre muchos aspectos lo siguiente: 
 
Referente al proceso contravencional iniciado en virtud de la orden de comparendo No. 
AT1F023850 de fecha 19/05/2012, se ha seguido de acuerdo al trámite establecido en la ley 
769 de 2002 o Código Nacional de Tránsito, a la luz de los artículos 135, 136 y 137, los 
cuales establecen el procedimiento aplicable por la autoridad de tránsito dentro de los 
procesos contravencionales, de acuerdo con las reformas establecidas en la ley 1383 del 
16 de Marzo del 2010, en lo que respecta a los comparendos electrónicos. 
Se debe hacer claridad, entonces, que usted fue declarado contraventor a la norma de 
tránsito a causa de las infracciones endilgadas en la orden de comparendo No. AT1F023850 
de fecha 19/05/2012, fecha anterior a la declaratoria de inexequibilidad del parágrafo 1 del 
artículo 8 de la Ley 1843 de 2017. Así pues, bajo ninguna circunstancia los operadores 
jurídicos pueden pretender a través de sus decisiones desconocer dicha competencia, pues 
ello resultaría contrario a los principios constitucionales de separación de poderes y de 
seguridad jurídica, así como a lo dispuesto en el artículo 45 de la Ley 270 de 1996.” Es 
importante resaltar que la misma Corte Constitucional en la mencionada Sentencia C-038 
de 2020 estableció la legalidad del sistema por medio de la cual se regula la instalación y 
puesta en marcha de sistemas automáticos, semiautomáticos y otros medios tecnológicos 
para la detección de infracciones al manifestar lo siguiente “por las infracciones captadas 
por medios tecnológicos (fotomultas), no implica que este sistema de detección de 
infracciones sea inconstitucional y, por lo tanto, puede seguir en funcionamiento.”….” 
 
De igual forma, se anexaron copia de los siguientes documentos: copia orden de 
comparendo N. AT1F023850, Aviso de comparendo de velocidad, edicto, acta de audiencia 
del 15 de agosto de 2012, oficio 2013-01-02, mandamiento de pago 2013-01-02, notificación 
por aviso en portal web del mandamiento de pago, documento titulado:  ANNUAL 
CALIBRATION INSPECTION 
 
Así las cosas, es importante indicar que, es deber de las autoridades el resolver de fondo 
las peticiones elevadas ante ellas, sin que ello quiera decir que la respuesta deba ser 
favorable, y. ha señalado igualmente la jurisprudencia, que la respuesta emitida en el marco 
de un derecho de petición debe ser dada a conocer efectivamente al peticionario, quien es 
el directo interesado en saber sobre la explicación brindada y en los efectos de la misma. 
 
Con base en lo anterior, considera el despacho que en el presente caso, se configura la 
existencia de una carencia actual de objeto derivada de la respuesta emitida y notificada por 
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la accionada a la parte accionante, siendo importante resaltar que a pesar de ser tardía, no 
le  es posible dictar al Juez la orden de protección que se solicitaba, puesto que ya fue 
satisfecha la petición que se formuló por parte del accionante. 
 
 
DECISIÓN 
 
Con fundamento en las consideraciones expuestas en precedencia, El Juzgado Promiscuo 
Municipal de Sabanagrande, administrando justicia en nombre de la Republica de Colombia, 
y por autoridad de la ley, 

 
RESUELVE 

 
PRIMERO. – DECLARAR la carencia actual de objeto, por existir hecho superado, conforme 
a lo expuesto en la parte motiva e la providencia. 
 
SEGUNDO. –. CONMINAR, al Representante Legal del Instituto de Tránsito del Atlántico, 
para que se abstenga en lo sucesivo, de no dar respuesta oportuna a las peticiones que le 
sean formuladas. 
 
TERCERO. – NOTIFICAR esta decisión a las partes, por medio de Secretaria. 
 

CUARTO. -De no impugnarse esta sentencia, en su oportunidad, remítase el expediente a 
la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión, según lo dispuesto en el 
Decreto 2591 de 1991. A su regreso archívese el expediente. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

LA JUEZ 

 

KAROL NATALIA ROA MONTALVO 
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